
No estamos en absoluto de acuerdo en la forma que VI lleva 
este asunto. Le proporcionamos documentación suficiente y pruebas 
de que, cuando menos, la Consejería de Educación está obrando de 
mala fe con las escuelas rurales. 

Nosotros pensamos que el Diputado del Común está para 
defender al Común de los atropellos de las Administraciones Públicas.  

Creemos que hay indicios de ilegalidades expresados en los 
documentos que le hemos proporcionado. Nuestro pensamiento ha 
sido siempre que los servicios jurídicos de la institución estudian las 
quejas por si hay indicios de ilegalidad y/o atropellos para intentar 
subsanarlos mediante una mediación real. 

¿De que sirve que usted traslade la queja a la Consejería y ésta 
conteste como le venga en gana? 

Le pedimos otra actuación, le pedimos que los servicios 
jurídicos estudien si el no dejar matricular alumnos de Primaria en un 
centro que tiene como nombre C.E.I.P. (Centro de Educación Infantil 
y Primaria), queriendo los padres que sus hijos continúen en el centro 
y expresándolo por escrito,  es constitutivo de delito por parte del 
responsable de la Consejería, le pedimos que estudien si las 
presiones recibidas por quienes se han opuesto a estas medidas 
pueden considerarse atentados a los derechos personales de  los 
trabajadores, le pedimos que estudien toda la documentación 
presentada en esta y en la anterior queja de una forma más justa y 
ecuánime. Justa porque muchos somos los que nos sentimos 
atropellados y merecemos, al menos, una investigación por el 
organismo que usted preside. Ecuánime porque es su deber serlo y 
estudiar con atención lo que los ciudadanos le plantean y no 
prejuzgar la importancia que puede tener ni pensar que es poca la 
gente que hay detrás de esta queja. 

Para nosotros está en juego la credibilidad de la institución que 
usted preside y que: 
“El Diputado del Común puede investigar cualquier actuación de las 
administraciones públicas canarias que vulnere los derechos de las 
personas. Por ejemplo:  

-Retraso indebido en la actuación administrativa. 
-Error o arbitrariedad en la aplicación de las normas. 
-Silencio administrativo ante las peticiones ciudadanas. 
-Trato incorrecto al ciudadano. 
-Negativa injustificada a facilitar información. 
-Inejecución de las propias resoluciones adoptadas.” 

Consideramos que todos estos aspectos han sido conculcados 
por la Consejería y podemos demostrarlos. Por ejemplo el 
incumplimiento de la normativa emitida por la Consejería por ella 
misma. 



Quisiéramos saber si el Diputado del Común ha remitido a la 
Administración Pública afectada (Consejería de Educación) 
sugerencias, Advertencias, Recomendaciones y/o Recordatorios de 
deberes legales. 

También si ha ejercido la facultad de investigación y de 
denuncia establecida en las funciones que le han sido atribuidas al 
organismo por El Parlamento de Canarias, ya que no tiene poder 
ejecutivo ni de sanción ante las Administraciones Públicas. 

Le pedimos que emita un Informe Extraordinario dada la 
importancia y trascendencia del asunto. 

Le pedimos que no sea cerrado este expediente y que se 
continúe mediante una mediación real y dando conocimiento a la 
opinión pública de lo que está ocurriendo. 

 

  Santa Cruz de la Palma a ___ de marzo de 2004 

 


